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PLANTEAMIENTO

Aprobado el Estatuto de Autonomía del País Vasco en referendum el 25 de octubre de 1979 y publicada la Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, constituye el marco político y jurídico para el autogobierno y define un sistema de relación y de organización política entre los ciudadanos vascos y de éstos con el Estado.


El Estatuto de Autonomía, como su propio nombre indica, supone la asunción de un núcleo de responsabilidad directa por los propios vascos. Ello implica modificar radicalmente la organización política anterior del Estado español.


Centrando nuestras reflexiones en el Estatuto de Gernika, su aprobación, desarrollo y aplicación requieren modificaciones estructurales en el aparato del Estado, tanto de orden político como administrativo.


De orden político en cuanto que al asumir el Parlamento Vasco capacidad legislativa en un elevado elenco de materias y el Gobierno Vasco reglamentaria en esas y otras, se está asumiendo la legitimidad para realizar una ordenación social propia y con posibilidad de ser diferenciada de la del resto de los ciudadanos del Estado español.


De orden administrativo en cuanto que en todas las materias en que se han asumido competencias de ejecución, debe producirse un complejo proceso de subrogación y sustitución de una Administración, la estatal, por otra, la autonómica.


Tanto por la necesidad de dotar de medios humanos, materiales y económicos a la Administración que inicia su responsabilidad, como por la, tan evidente como la anterior, razón de evitar duplicidades en las estructuras administrativas, el Estatuto de Autonomía regula en su Disposición Transitoria Segunda el proceso de transferencias de la Administración estatal a la vasca.


Las transferencias son, así, la condición de ejercicio de las competencias asumidas en el Estatuto. La legitimidad competencial sobre cualquier materia se encuentra directamente en el Estatuto, pero la Administración vasca no puede actuar en ellas hasta que no se articula el traspaso de medios vinculados al servicio administrativo de que se trate.


Desarrollar y culminar un proceso tan intenso de reforma política y administrativa del Estado reviste complejidad. Pero sin duda, también, parte de las decisiones políticas que sustentan esa reforma están adoptadas en el propio Estatuto de Gernika y deben aplicarse y llevarse a cabo.


Completar el desarrollo del Estatuto de Gernika se empieza a convertir en un problema estructural. Establecidas y desarrolladas las Instituciones vascas de autogobierno y cumplido sobradamente un periodo transitorio de formación de su aparato burocrático, no existen elementos de ningún tipo que justifiquen ni amparen aplazar por más tiempo la asunción efectiva de las competencias estatutarias.


De hecho, el retraso en el cumplimiento de las previsiones estatutarias está produciendo consecuencias de diversa índole:


- Consecuencias políticas: En cuanto retrasa o pone en duda el modelo de convivencia política refrendado en Euskadi, alimentando planteamientos deslegitimadores de la vía estatutaria y que inciden sobre el proceso de normalización del País. Esta reflexión se recoge en el Acuerdo para la normalización y pacificación de Euskadi, en cuyos apartados 2.a y 2.b expresa:

"2.a. El Estatuto de Gernika representa la expresión de la voluntad mayoritaria de los ciudadanos del País Vasco y constituye, en consecuencia, la norma institucional básica de que se ha dotado para acceder a su autogobierno, por lo que su asunción o acatamiento es una condición necesaria para alcanzar su definitiva normalización y pacificación.

2.b. El pleno y leal desarrollo de todos y cada uno de los contenidos del Estatuto sigue siendo el marco válido para la resolución progresiva de los conflictos de la sociedad vasca y contribuirá de manera decisiva al reforzamiento de la confianza democrática y de la convivencia pacífica, por lo que todos los firmantes del presente ACUERDO nos comprometemos a desarrollarlo en su plenitud, de conformidad con los principios que lo inspiraron y respetando su singularidad."


- Consecuencias sociales: En cuanto habiéndose producido la imbricación e identificación entre la sociedad vasca y las Instituciones autonómicas, aquélla reclama con legítimo derecho soluciones y acciones públicas respecto a los problemas que han de afrontarse en áreas tales como los aspectos definidores del Estado del Bienestar, infraestructuras, modernización de las estructuras económicas y productivas y, en general, los sectores estratégicos que en el marco de la Unión Europea permitan una posición competitiva de futuro.


Existiendo esa demanda desde la sociedad, los poderes públicos vascos se encuentran limitados en su actuar público, no ya por las restricciones que se derivan del ordenamiento constitucional al reservar competencias y decisiones al ámbito del Estado, sino por la falta de asunción y ejercicio efectivo de competencias claves expresamente previstas en el Estatuto de Gernika.


El Estatuto de Autonomía, desde este punto de vista, no debe entenderse sólo como documento de reserva de determinados poderes o competencias, sino como punto de salida para una acción destinada a mejorar las condiciones de vida colectivas e individuales de los ciudadanos vascos.


- Consecuencias económicas: De manera complementaria a las previsiones competenciales del Estatuto se realiza la correspondiente reserva del sistema de financiación de tales competencias por nuestro específico método de Concierto Económico.


La falta de compleción del desarrollo estatutario y de las debidas transferencias impide la aplicación del sistema de Concierto Económico al conjunto de las competencias asumibles por el País Vasco, imposibilitando alcanzar el nivel definitivo de financiación de la Comunidad Autónoma que estatutariamente corresponde.


De otro lado, la pervivencia de líneas de actuación pública paralelas, no adecuadas al diseño constitucional y estatutario de las materias en las que debe actuar cada Administración produce duplicidades, acciones contradictorias o no complementarias y, en definitiva, incremento irregular del gasto público.


- Consecuencias jurídicas: En primer lugar debe subrayarse la necesidad de desarrollo y cumplimiento del Estatuto de Autonomía, no ya en su vertiente señalada anteriormente de acuerdo político, sino como Ley Orgánica que vincula a todos los poderes públicos.


Además ha de tenerse en cuenta que la falta de compleción del desarrollo estatutario impide abordar la configuración definitiva del modelo de Estado que se deriva de la existencia de un régimen de Autonomía.


En consecuencia, se producen graves efectos de inadecuación de las administraciones al modelo político del que debieran resultar serviciales, generando duplicidades de estructuras administrativas, de servicios, acciones contradictorias, sobredimensionamiento del sector público y una excesiva complejidad en la organización administrativa que por su exceso puede favorecer la irresponsabilidad en la gestión, al no identificarse la responsabilidad sobre las políticas públicas.


El Gobierno Vasco ha dedicado un esfuerzo importante por objetivar este debate y, en general, el proceso de desarrollo estatutario.


A finales del año 1991, se habían asumido ya importantes transferencias de carácter prestacional y, en consecuencia, se ejercían por las instituciones vascas servicios públicos de gran dimensión (policía, sanidad, educación, carreteras, vivienda, televisión pública, cultura, medios materiales de la administración de justicia, ferrocarriles, etc.). Sin embargo, en esa fecha, llevaba sin producirse una transferencia del Estado a Euskadi desde el mes de diciembre de 1987.


La conjunción de ambas circunstancias generó un debate sobre el porcentaje pendiente de desarrollo en el Estatuto de Autonomía en términos de total contradicción e indeterminación. En función de las distintas posiciones y adscripciones políticas, las transferencias pendientes representaban un importante contenido de autogobierno o, por el contrario, "flecos" sin mayor trascendencia política.


Debe también tenerse en cuenta que el momento político coincidía con la gestación de los denominados Acuerdos Autonómicos, que eran presentados desde el Gobierno del Estado como el cierre del proceso autonómico.


Era, por lo tanto, necesario introducir un elemento de objetivación y rigor en el debate sobre el desarrollo estatutario.


A tal fin, el entonces Departamento de Presidencia, Régimen Jurídico y Desarrollo Autonómico, elaboró en enero de 1992 el Informe sobre Transferencias en el que se incluyen tres apartados fundamentales: 1) Una valoración general del proceso del desarrollo estatutario, 2) Un análisis de las transferencias realizadas hasta la fecha, y 3) Una identificación de las transferencias pendientes con la expresión de su cobertura constitucional y estatutaria.


Dicho Informe sobre Transferencias se remitió al Parlamento Vasco el 31 de enero de 1992, siendo adoptado como documento de trabajo por la Ponencia constituida para el estudio del desarrollo estatutario. Tras la correspondiente tramitación parlamentaria, el Pleno del Parlamento aprobó, el 1 de julio de 1993, el Informe sobre el desarrollo estatutario, del que pueden destacarse tres valores principales:


Primero.- Su conexión directa con el Acuerdo para la normalización y pacificación de Euskadi. Como el propio Preámbulo del Informe del Parlamento indica los partidos firmantes de dicho Acuerdo "asumieron el compromiso de trabajar en un clima de acuerdo básico y de consenso que orientase la interpretación y aplicación del Estatuto. A tal efecto, se previó que , a través de una comisión parlamentaria específica o bien de la propia Comisión Institucional del Parlamento Vasco, se procediese, en un clima de entendimiento básico, a fijar con el mayor consenso posible los criterios del Parlamento sobre el alcance del pleno desarrollo del Estatuto".


Segundo.- La identificación de transferencias pendientes que realiza, cerrando el debate hasta entonces existente sobre el quantum de autonomía pendiente por desarrollar. Se definían 54 transferencias, localizando y expresando los servicios administrativos objeto del traspaso y su previsión estatutaria. Ha de subrayarse el valor político que supone que el Parlamento, integrado por las distintas fuerzas políticas que lo constituyen, realizará esa labor de identificación que en tal medida supone la renovación del consenso estatuyente.


Tercero.- Se aportan en cada transferencia pendiente criterios políticos y jurídicos sobre los que puedan trabajar las correspondientes Comisiones Mixtas, lo que supone un avance para facilitar la negociación de cada materia, así como un importante efecto legitimador o de respaldo político al Gobierno en sus planteamientos sobre el desarrollo estatutario.


El Acuerdo del Parlamento Vasco ha tenido repercusión y efectos fuera de las instituciones políticas vascas. Aparece así como elemento básico para el desarrollo estatutario, expresamente asumido por el Senado que, en el Debate sobre el Estado de las Autonomías, en sesión celebrada el 28 de septiembre de 1994, aprobó una Moción del siguiente tenor:

"El Senado insta al Gobierno para que cumpla las previsiones contenidas en el Estatuto de Gernika en materia de desarrollo autonómico, tomando como base el Acuerdo el Parlamento Vasco, de 1 de julio de 1993, en cuanto documento que expresa la voluntad de las fuerzas políticas vascas".


En el mismo sentido se aprobó una Resolución en el Congreso de los Diputados, con ocasión del Debate sobre el Estado de la Nación celebrado el 20 de abril de 1994.


Siguiendo el proceso cronológico, con posterioridad al Acuerdo del Parlamento, las Comisiones Mixtas de Transferencias, Gobierno Vasco/Gobierno del Estado, han acordado nueve transferencias de las 54 que aquél contiene. En fecha 31 de mayo de 1994, se aprobaron los traspasos relativos a:


- Recursos y aprovechamientos hidráulicos.


- Enseñanzas superiores de la Marina Civil.


- Sociedades anónimas laborales.


- Enseñanzas náutico-deportivas y subacuático-deportivas.


- Instalaciones radiactivas de 2ª y 3ª categoría.


- Estiba y desestiba en puertos no calificados de interés general.


- Colegios profesionales.


- Medios de comunicación social.


En fecha 2 de noviembre de 1994, se acordó la transferencia de:


- Defensa contra fraudes y calidad agroalimentaria.


El 26 de diciembre de 1994, se suscribe por EAJ-PNV, PSE-EE-PSOE y EA el Acuerdo de Coalición para la Legislatura 1995-1998, en el que el Autogobierno ocupa uno de sus compromisos programáticos.


Así, en el Capítulo III, Apartado III, se contiene el compromiso de elaborar en el plazo de seis meses desde la constitución del Gobierno un informe de prioridades de negociación de las transferencias pendientes. El Acuerdo de Coalición prevé un doble contenido y una importante reflexión en relación con este Informe.


Primero.- Debe realizar un señalamiento de prioridades de negociación, con una ordenación preferencial de las transferencias pendientes y señaladas en el Acuerdo del Parlamento Vasco de 1 de julio de 1993, en razón del criterio de su importancia y trascendencia económica y social. Así, en el citado Apartado III, en el punto 7.2, primer párrafo, establece:

"EAJ-PNV; PSE--PSOE; EA, basándose en dicho Acuerdo, partiendo del listado de transferencias pendientes, se comprometen a que el Gobierno de Coalición, -constituido en base al apoyo parlamentario que las formaciones antes citadas proporcionan- elabore en un plazo no superior a seis meses desde su constitución, un informe en el que se fijen las prioridades de negociación -en el sentido de establecer una ordenación preferencial de las materias pendientes de transferir- elaborado según el criterio de su importancia y trascendencia económica y social".


Segundo.- Además de ello, se asume un compromiso material referido a los contenidos de las transferencias, puesto que los Partidos firmantes del Acuerdo se obligan a acordar los criterios políticos y los principios específicos para la valoración económica de los traspasos pendientes, con cita expresa de algunos de ellos pertenecientes al área de Trabajo y Seguridad Social, lo que marca una primera pauta en cuanto a su trascendencia.


Dice el Acuerdo (Apartado III.7.2, segundo párrafo):

"En este sentido (expresión que se refiere al párrafo anterior y, por tanto, al Informe de prioridades), los Partidos firmantes, nos comprometemos -en orden a facilitar los correspondientes procesos negociadores-, a acordar los criterios políticos y los principios específicos para la valoración económica de los traspasos relativos a las materias pendientes, y en especial: Seguridad Social, Desempleo, Promoción y Gestión del Empleo y Formación Profesional Ocupacional".


Tercero.- La reflexión a que nos referíamos contenida en el Acuerdo de Coalición en esta materia versa sobre el papel que debe jugar la sociedad en el proceso de autogobierno. Se expresa, en acertada clave de crítica, la implicación casi exclusiva de la clase política en el proceso de autogobierno.


El Acuerdo expresa en este sentido (Apartado III.7.4):

"En todo caso, el proceso y el objetivo de culminación -aunque preferente- del desarrollo estatutario, no es tarea exclusiva del Gobierno Vasco y de los partidos que lo apoyan. Precisan -para ello- del respaldo de la sociedad vasca en su conjunto.

Para ello, los Partidos EAJ-PNV; PSE-EE-PSOE; EA, se comprometen a desarrollar una política de implicación social respecto al objetivo de culminación del desarrollo estatutario.

Hasta ahora, esta tarea ha descansado en la política, cuando precisamente la dimensión del autogobierno que resta, fundamentalmente, es social, económica, laboral y financiera. De ahí que la implicación y/o el pronunciamiento de los agentes económicos y sociales respecto a la puesta en práctica de las competencias socio-económicas del Estatuto pendientes se juzga de especial relevancia y a ello tenderán acciones específicas del Gobierno".


El Acuerdo de Coalición añade, también, un Anexo con las "normas generales para la determinación de las valoraciones económicas asociadas a los traspasos de nuevas competencias", en las que se explicitan los principios generales derivados del sistema de Concierto Económico a aplicar en el cálculo de las valoraciones económicas de las transferencias que se realicen.


Con estos antecedentes el procedimiento de trabajo para la realización del Informe ha sido el siguiente.


Se ha partido de un principio general participativo, en el sentido de que, adoptado como documento básico el Acuerdo del Parlamento Vasco de 1 de julio de 1993, se ha analizado cada transferencia pendiente en él prevista con los distintos responsables en el seno del Gobierno en atención a las materias de que se tratan.


En esa cadena de sesiones de trabajo entre la Secretaría General de Régimen Jurídico y Desarrollo Autonómico y las Viceconsejerías interesadas en cada caso, se ha realizado un doble contraste. Uno relativo a los contenidos de cada transferencia, analizando los servicios y funciones administrativas comprometidos en cada caso y que deberán ser objeto de los correspondientes Acuerdos de la Comisión Mixta de Transferencias, en el marco de los resultados derivados de cada proceso individualizado de negociación.


En el apartado del presente Informe relativo al análisis de los contenidos se ofrece una exposición de las conclusiones obtenidas en el examen bilateral entre los responsables del proceso de transferencias y los sectoriales de cada materia.


El segundo contraste al que se hacía referencia es el relativo a las prioridades de negociación, ponderando las generales para el desarrollo autonómico con las particulares de gestión política y administrativa de cada materia.


Elaborado así el documento base del Informe ha sido sometido a la consideración, debate y aprobación por el Consejo de Gobierno.


Pero, también, en cumplimiento como decíamos del propio Acuerdo de Coalición, el Informe se abre a la participación y opinión de la sociedad, a través de su información y exposición a las agrupaciones de empresarios, sindicatos y corporaciones representativas de intereses sociales.


El Informe, a su vez, deberá ser remitido al Parlamento para su exposición y conocimiento por los distintos grupos parlamentarios.


Se trata con todo ello de construir el desarrollo estatuario y, en definitiva, el camino del autogobierno sobre bases sólidas y articuladas en base a los conceptos de consenso y participación general. Son éstos los únicos mecanismos de garantía para obtener un resultado en el que tenga oportunidad de implicarse el mayor número de voluntades políticas, sociales y económicas. Construir en definitiva un modelo de País en clave de acuerdo, integración y normalización de las relaciones plurales que lo vertebran.

ACTUALIZACIÓN HECHA EN 2001

Desde la comunicación al Parlamento Vasco de este “Informe de Prioridades” y su consiguiente “valoración positiva” por el Pleno del Parlamento (en sesión celebrada el 20 de octubre de 1995), los avances producidos y las consecuencias en el terreno de la asunción de nueva transferencias son objeto de actualización en este mismo documento.

En concreto, hasta principios del año 2001, se han asumido nuevas transferencias en las siguientes materias (según los correspondientes acuerdos de la Comisión Mixta de Transferencias):

En fecha 16 de febrero de 1996, se aprueba:

-Una ampliación de los servicios traspasados en materia de provisión de medios materiales y económicos al servicio de la Administración de Justicia.

-El traspaso de funciones y servicios en materia de medios personales al servicio de la Administración de Justicia.

En fecha 21 de febrero de 1996, se aprueba:

-Una ampliación de medios adscritos a los servicios traspasados en materia de Agricultura.

En fecha 29 de julio de 1996, se aprueban:

-Traspaso de funciones y servicios de la Seguridad Social en materia de asistencia sanitaria encomendada al Instituto Social de la Marina (ISM).

-Traspaso de funciones en materia de medio ambiente y vertidos.

-Una ampliación de medios adscritos a los servicios traspasados en materia de enseñanzas.

En fecha 11 de marzo de 1998, se aprueban:

-Traspaso de las funciones y servicios en materia de asistencia y servicios sociales encomendados al Instituto Social de la Marina (ISM).

-Traspaso de funciones y servicios en materia de mediadores de seguros.

Y en fecha 15 de noviembre de 1999, se aprueba:

-Una ampliación del traspaso de servicios en materia de carreteras (autopista A-8 del Cantábrico, Bilbao-Behobia).

A partir de los anteriores datos continua el “Informe de prioridades sobre las transferencias pendientes”, habiéndose actualizado en las partes que a continuación se exponen.

ANALISIS DE CONTENIDOS

Como segunda parte de este Informe se aborda el análisis de contenidos relativos a las transferencias pendientes, estableciendo los criterios políticos y de valoración económica sobre los que ha de fundamentarse la negociación de las mismas.


Se toma, para ello, como documento básico el Acuerdo del Parlamento Vasco de 1 de julio de 1993, en el que ya se encuentran elementos importantes de identificación de las funciones y servicios que se consideran objeto de traspaso.


A fin de favorecer un planteamiento global del desarrollo estatutario resulta interesante proceder, más que el análisis una por una de las transferencias pendientes, a su consideración agrupada por bloques materiales. De esta forma podrán apreciarse con más claridad los sectores del Estatuto con mayor necesidad de desarrollo y la trascendencia general del impacto económico y social de las transferencias.


La agrupación de transferencias pendientes por sectores materiales ofrece el siguiente resultado:

LISTADO DE TRANSFERENCIAS PENDIENTES EN AÑO 2001.

area
ficha
Transferencia

Trabajo y Seguridad Social
-34

-35

-36

-37

-38

-39

-40

-41

-43

-44
Prestaciones por desempleo

Promoción y gestión de empleo

Formación Profesional Ocupacional

Regulación de empleo

Instituto Nacional de la Seguridad Social

Instituto Social de la Marina

Gestión del régimen económico de la Seguridad Social

Centros de investigación y asistencia técnica

Inspección de trabajo

Fondo de Garantía Salarial.

Infraestructuras
-1

-2

-3

-4

-5

-7

-8

-9

-11
Meteorología

Autopistas en régimen de concesión (A-1 y A-68)

Aeropuertos

Puertos de interés general

Transporte marítimo y fluvial

CEDEX

Ferrocarriles

Transporte mecánico por carretera

Salvamento marítimo

Económico-Financiera
-51

-52

-53

-55
Crédito y banca

Seguros

Crédito oficial

Mercado de valores

Industria
-22

-24

-25
Administración institucional del Mº de Industria, Comercio y Turismo

Sector público del Estado

Hidrocarburos (petróleo y gas)

Educación e Investigación
-23
Investigación científica y técnica 

Interior
-17

-19

-20
Expedición de permisos de circulación y matriculación de vehículos

Servicios privados de seguridad

Elecciones municipales

Justicia
-26
Centros penitenciarios

Cultura
-29

-31
Archivos de titularidad estatal

Fondo de protección a la cinematografía

Turismo
-30
Turismo

Agricultura y Pesca
-47

-48

-49
FROM

Inspección pesquera

Seguros agrarios

Nota.- Actualmente se encuentra pendiente este listado de 38 materias (37 si Investigación Científica y Técnica se toma como una sola transferencia, aunque habría materias que corresponderían al ámbito competencial de Industria y otras que se englobarían en Educación):

Los títulos competenciales contenidos en el Estatuto de Gernika en relación a las materias cualitativamente más importantes pendientes de transferencia son los siguientes:

· Materia socio-laboral (Seguridad Social e INEM): Artículos 12.2, 18 y Disposición Transitoria 5ª.

· Puertos y Aeropuertos: Artículo 12.8.

· Ferrocarriles: Artículo 10.32 (competencia exclusiva).

· Autopistas en régimen de concesión: Artículo 10.34.

· Crédito y Banca, Seguros y Crédito oficial: Artículo 11.2.a.

· Régimen minero-energético (Hidrocarburos): Artículo 11.2.c.

· Investigación Científica y Técnica: Artículo 10.16.

· Centros penitenciarios: Artículos 10.14 y 12.1.

Es preciso tener en cuenta que, desde un punto de vista científico, la definición cualitativa y determinación cuantitativa de las transferencias pendientes no se corresponden estrictamente con una “foto estática”.

Este es un asunto enormemente dinámico, de modo que los constantes cambios en la legislación y en el tipo y cantidad de las actividades que realizan las administraciones públicas, así como la tendencia a tratar las materias de un modo parcial, por razón de los derroteros políticos y técnicos de cada negociación transferencial, hacen que pueda variar de un modo importante cualquier listado que pretendamos fijar.

Así, el listado adjunto puede decirse que es, cuando menos, un referente de mínimos, al que habría que añadir “ampliaciones” pendientes en materias ya transferidas en sus aspectos principales e incluso nuevas materias transferibles.

AREA DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL


El desarrollo de las competencias asumidas en el Estatuto de Autonomía en el área de referencia pasa por ser uno de los retos pendientes más trascendentales para lograr el impulso y profundización del autogobierno. Tal empeño debe a su vez enderezarse con la voluntad de atender y respetar los principios de solidaridad, cohesión territorial e igualdad básica del ciudadano.


Respecto a la interpretación de los arts. 18.2.a) y 18.4 del Estatuto de Autonomía, debe asumirse, con carácter general, el desarrollo legislativo y la ejecución en la materia, correspondiendo, por tanto, la gestión de las distintas prestaciones del Sistema de Seguridad Social, incluidos los Regímenes Especiales, así como el control y tutela de las Entidades Colaboradoras y Sustitutorias en la gestión de las contingencias, a través de la transferencia de aquellos Entes a los cuales en el ordenamiento jurídico actual se les encomienda el reconocimiento del derecho a las prestaciones económicas, tales como el INSS y el ISM.


Coetáneamente al traspaso de dichas funciones, y a fin de preservar una adecuada coordinación en el Sistema, deberá asumirse la gestión del Régimen Económico de la Seguridad Social a que se refieren los artículos 18.2.b) y 18.4 y la Disposición Transitoria Quinta del Estatuto de Autonomía.


El procedimiento previsto en la Disposición Transitoria Quinta del Estatuto se concreta en la suscripción de convenios que tendrán por objeto la gestión del régimen económico de la Seguridad Social. Esta fórmula convencional y el órgano al que se encomienda su consecución, la Comisión Mixta de Transferencias, diseña un sistema de negociación abierto y flexible en orden a facilitar la efectiva asunción de estas funciones por la Comunidad Autónoma.


En este contexto, los convenios para la gestión del régimen económico de la Seguridad Social establecerán un sistema basado en los siguientes principios y contenidos:

-
La garantía del carácter unitario de dicho régimen económico.

-
La solidaridad y no discriminación con el resto de la población del Estado.

-
El incremento del grado de bienestar de la sociedad vasca.

-
La definición y concreción de los actos de gestión de los recursos del sistema correspondientes a la Comunidad Autónoma.

· La coordinación con la Administración del Estado, a fin de lograr una adecuada gestión.


Respecto a los anteriores principios y contenidos el Gobierno manifiesta su total unanimidad de criterio, con la especificidad de que EAJ-PNV y EA entienden que los convenios para la gestión del régimen económico de la Seguridad Social expuestos deberán, también, establecer las relaciones económico-financieras de las instituciones vascas de Seguridad Social con las instituciones estatales a través de la aportación de aquéllas a los costes de los servicios centrales del sistema que no sean objeto de transferencia de acuerdo con la metodología del Concierto Económico y del establecimiento de un Fondo de Solidaridad o Estabilización, dotado con las aportaciones de la Comunidad Autónoma o, en su caso, de la Tesorería General de la Seguridad Social, en función de parámetros que midan de forma objetiva las desviaciones entre ingresos y gastos respecto a las situaciones pasadas, presentes y futuras del sistema de Seguridad Social tanto en la Comunidad Autónoma de Euskadi como en el conjunto del Estado.


En este mismo Area de Trabajo y Seguridad Social la Comunidad Autónoma deberá asumir las funciones que en el ámbito territorial del País Vasco, desarrolla la Administración del Estado a través del INEM y FOGASA:

-
La gestión del sistema de protección social por desempleo, que incluye las prestaciones específicas por desempleo tanto en su nivel contributivo como asistencial así como cualquier otro subsidio de la misma naturaleza.

-
La instrucción de expedientes y pago de los salarios pendientes a causa de insolvencias, suspensión de pagos, quiebra o concurso de acreedores de los empresarios; las indemnizaciones reconocidas como consecuencia de sentencia o resolución administrativa a favor de los trabajadores a causa de despido o extinción de contratos; y el ejercicio de la acción subrogatoria en los derechos y acciones de los trabajadores frente a los empresarios deudores.

-
El Fomento y la Gestión de Empleo para los colectivos demandantes de empleo con dificultades de colocación así como, con carácter general, tanto aquellas medidas que fomentan la contratación de trabajadores desempleados por parte de las empresas como la instalación en régimen de autónomos de dichos trabajadores desempleados.

-
Y, la Formación Profesional Ocupacional incluida la prestada a través de las Escuelas Talleres y Casas de Oficios y la Formación continua de los trabajadores, incluida la de quienes trabajan en las Administraciones Públicas Vascas.


Para el adecuado desempeño de tales funciones se procederá en la transferencia a establecer los adecuados puntos de conexión para la determinación de los beneficiarios de las prestaciones y de los sujetos obligados al pago de cuotas que con carácter finalista financian las acciones públicas antedichas.


Asimismo, la Comunidad Autónoma, en el ejercicio de todas las funciones referidas, atenderá a la normativa del Estado en cada una de las materias, que incluirá, entre otras, la determinación y alcance de las diferentes prestaciones, sin perjuicio de su capacidad para regular de manera autónoma los aspectos que incidan en los procesos materiales aplicativos de la citada normativa referidos a la organización de los servicios.


Teniendo en cuenta todo lo anterior, existen otros elementos que han de valorarse en estas transferencias, tales como la consideración de que las cuotas vinculadas a estas materias no se integran en los recursos de Seguridad Social (STC 124/1989), si bien son gestionadas por el sistema de Seguridad Social y algunas de las prestaciones, en particular las relativas a desempleo, inciden en aquél. En base a estas consideraciones la negociación de estas transferencias tendrá en cuenta la adaptación del sistema de financiación a las siguientes circunstancias:

-
El establecimiento de mecanismos de solidaridad y no discriminación con el resto de la población del Estado.

-
La coordinación con la Administración del Estado a fin de lograr una adecuada gestión.

-
Las especiales vías de financiación de estas políticas en base a cuotas y fondos provenientes de la Unión Europea de carácter finalista.


Procede, también, la ampliación de la transferencia realizada por el Real Decreto 812/1985, respecto a las funciones administrativas propias de la autoridad laboral en los expedientes de regulación de empleo relativos a empresas excluidas del citado traspaso.


La Inspección de Trabajo, en la medida en que la CAPV tenga asumidas funciones de seguridad social y de ejecución de la Legislación Laboral en su ámbito territorial, deberá integrarse en la estructura de personal de la CAPV, pasando a depender tanto orgánica como funcionalmente de ésta.


Por último, en la medida en que la CAPV ya ha asumido los Gabinetes de Higiene y Seguridad en el Trabajo de igual modo debe asumir el CIAT ubicado en su ámbito territorial, sin perjuicio que ulteriores fórmulas cooperativas posibiliten la prestación de servicios por parte de ese centro a Gabinetes de Seguridad e Higiene en el Trabajo no ubicados en el ámbito territorial de la CAPV.

AREA DE INFRAESTRUCTURAS

Se incluyen en ella transferencias de diversa entidad en cuanto a su repercusión económica y social.


Un primer grupo de estas transferencias tienen por objeto servicios administrativos ordinarios, en los que deberán acordarse las funciones en las que se producirá la sustitución entre Administraciones, con el personal y valoración anejo a las mismas.


Así sucede en el caso de la Meteorología cuyo contenido se identifica por los servicios de meteorología sitos en el País Vasco que en la actualidad dependen de la Administración Central. En el análisis de funciones deberán tenerse en cuenta aquellas que, de conformidad con la delimitación competencial entre el Estado y la Comunidad, deban seguir siendo desarrolladas por aquél, tales como la representación del Estado en las relaciones internacionales, recopilación y reenvío de datos a organismos internacionales a efectos de cooperación en la información; la meteorología vinculada a la defensa y a la navegación aérea; y la centralización, a efectos de coordinación, de los datos procedentes del conjunto del Estado a fin de predicciones climatológicas y confección de estadísticas. Resultará también preciso en el contenido del traspaso acordar los mecanismos de colaboración que garanticen la participación en los órganos de coordinación y cooperación.


Son también transferencias de contenido ordinario las de transporte marítimo y fluvial, relativa a los servicios correspondientes a las funciones de autorización, control y demás administrativas relativas al transporte marítimo y fluvial en su tránsito entre puertos o puntos de la Comunidad Autónoma; el CEDEX, por las funciones y servicios que desempeña vinculadas a la obra pública en cuanto ésta es realizada por las Administraciones vascas; y el Salvamento Marítimo, cuyo contenido se refiere a los medios personales y materiales adscritos a la prestación de este servicio público, relativo al salvamento marítimo de vidas y buques en el mar territorial correspondiente al litoral vasco, además de apreciarse la necesidad de acordar mecanismos de colaboración a fin de procurar una utilización coordinada y eficaz de los servicios de salvamento fuera del mar territorial.


En el Area de infraestructuras se encuentran otras transferencias cuyo contenido se califica por la raíz foral a que responde la titularidad competencial de la Comunidad Autónoma. Son los casos de las Autopistas en régimen de concesión y del Transporte mecánico por carretera. En ambos casos, el contenido de las transferencias se delimita por uno de los elementos básicos y típicos de la competencias de raíz foral: el hecho territorial. Quiere esto decir que la competencia se identifica por el hecho físico del territorio, asumiendo las autopistas en su transcurso por el País Vasco, subrogándose en la titularidad del Estado frente a cualquier tercero, como en el caso de las demás carreteras, o los servicios administrativos vinculados al transporte mecánico por carretera. En este último caso deberá procederse inicialmente al Convenio de actualización foral en materia de transporte, extendiéndolo a los tres Territorios Históricos, articulándose para su ejecución la transferencia de medios vinculados a las funciones convenidas.


Respecto a los Ferrocarriles, deberán asumirse los servicios ferroviarios intracomunitarios que discurren por líneas que exceden del ámbito territorial de la Comunidad, tales como La Naja-Desierto-Santurce + Desierto-Triano y Olabeaga-Cantalojas y la de Bilbao-Balmaseda, con el ramal de mercancías de Ariz y el enlace directo con La Casilla.


El contenido del traspaso debe tener en cuenta dos cuestiones básicas para la ordenación del transporte ferroviario en el área de Bilbao, como son la integración y conexión de los servicios de pasajeros con el diseño del Metro de Bilbao y el servicio de mercancías del puerto de Bilbao.


Por último, las transferencias relativas a los Aeropuertos y Puertos de interés general, expresamente contempladas en el Estatuto de Autonomía, tienen por contenido común el traspaso de su gestión, o lo que es lo mismo el ejercicio por la Comunidad Autónoma de las funciones de administración de los mismos establecidas en el ordenamiento jurídico, conservando el Estado la titularidad sobre los mismos en razón de su calificación de interés general.

AREA ECONOMICO-FINANCIERA


La materia financiera en el Estatuto de Autonomía para el País Vasco, constituida esencialmente por la ordenación del crédito y la banca, los seguros y la regulación del mercado de valores, ha estado marcada por constantes dificultades de desarrollo debido, fundamentalmente, a normaciones exhaustivas y acabadas del Estado, lo que ha propiciado que el País Vasco no haya podido ni siquiera ejecutar lo que podía considerarse normativa básica.


A tal fin se exponen las pautas a seguir respecto al área que ahora nos ocupa, en el entendimiento de que las mismas respetan, en todo caso, la unidad económica del Estado y la ordenación general de la economía.

a) En materia de Seguros.


La Ley de Ordenación de Seguros Privados es una norma que, con los puntos de conexión que establece, ha desprovisto y vaciado en la práctica la posibilidad de desarrollo normativo y ejecución en Euskadi de sus contenidos, así como de la posibilidad de que sus autoridades y órganos ejerzan las funciones de autorización, control y supervisión que en este momento ostenta el Ministerio de Economía y Hacienda y/o el Banco de España. Deben modificarse, por ello, los puntos de conexión que el citado artículo establece, a fin de que la Comunidad Autónoma del País Vasco pueda desplegar su competencia sobre las entidades aseguradores con el domicilio social en Euskadi, valorando también otros puntos de conexión (ámbito de operaciones y localización de riesgos), pero no los tres actuales.


En relación con los Planes y Fondos de Pensiones, desde una perspectiva financiera y económica, la regulación estatal contenida en la Ley 8/1987 y en el Real Decreto 1307/1988 es tan acabada que sobrepasa los límites de las bases de la regulación financiera que se trata de ordenar. En su virtud, debe encontrarse un punto de equilibrio en orden a atemperar competencialmente las facultades administrativas que atribuyen al Estado las normas citadas. Así, habrá de establecerse un punto de conexión (que contemple promotores, partícipes, beneficiarios, u otros elementos) para que el País Vasco pueda, razonablemente, legislar y ejecutar sus facultades estatutarias en la materia de planes y fondos de pensiones.

b) En materia de crédito y banca.


A pesar de que en estas materias el Estado no ha abordado con plenitud una normación postconstitucional, las normas dictadas han desfigurado casi por completo las competencias que el artículo 11.2.a) del Estatuto de Gernika otorga a la Comunidad Autónoma de Euskadi. Es por ello que deben removerse los obstáculos normativos para que las funciones que hoy en día ejercen el Ministerio de Economía y Hacienda y el Banco de España en materia de ejecución de la legislación sobre crédito y banca, autorizaciones y controles en el sector queden radicadas en los órganos autonómicos.


Asimismo y a fin de determinar el ámbito de actuación tanto del Estado como de la Comunidad Autónoma, deberán establecerse los adecuados puntos de conexión.

c) En materia de Mercado de Valores.


La Ley del Mercado de Valores ha incidido en la competencia autonómica en la materia hasta su práctica desaparición, por lo que se hace preciso dotar de contenido al precepto estatutario que atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en la materia. A este fin deben reintegrarse a los órganos del País Vasco las facultades de organización, supervisión, inspección y control sobre la Sociedad Rectora de la Bolsa de Bilbao y operadores de la misma; así como la posibilidad de creación y control por parte de la Comunidad de otros centros de contratación distintos a los previstos en la Ley del Mercado de Valores; la determinación de las categorías de valores susceptibles de negociación en las bolsas de ámbito de la Comunidad; la función de verificación del cumplimiento de los requisitos que deben reunir los valores para su admisión a cotización; la facultad de excluir o suspender la negociación de un valor en los mercados oficiales respecto a aquéllos que se negocien exclusivamente en Bolsas del territorio de la Comunidad y la llevanza de los registros relativos tanto al mercado primario como al secundario de esos mismos valores; las medidas de intervención o sustitución en relación con los organismos rectores de las bolsas; y, la participación en los órganos ejecutivos de la Comisión Nacional del Mercado de Valores.

AREA DE INDUSTRIA

Es de destacar en este área la transferencia del Sector Público del Estado, cuyo contenido ha de recoger la articulación de los mecanismos oportunos a fin de que las Instituciones del País Vasco participen en los órganos de administración y gestión de las entidades cuya gestión administrativa y dirección de los negocios estén efectivamente radicadas en el País Vasco. Dicho contenido deberá asegurar y facilitar la coordinación e impulso del conjunto de la actividad del sector público empresarial, mediante la creación de órganos o procedimientos de relación entre ambas Administraciones para la definición y control de sus lineamientos estratégicos.


Son también contenidos de las transferencias comprendidas en este grupo, los servicios y funciones desarrollados por organismos, sociedades y entidades vinculadas a la administración institucional en el área industrial.


Respecto a la transferencia de Hidrocarburos el contenido del traspaso se refiere a los servicios administrativos relativos al otorgamiento de los permisos de exploración y concesiones de explotación de hidrocarburos en el ámbito territorial del País Vasco, así como las demás funciones anejas o complementarias de inspección, vigilancia, control y sanción.

AREA DE EDUCACION E INVESTIGACION

La principal transferencia pendiente en este área es la relativa a la investigación científica y técnica, que incide también desde el punto de vista de su implicación en el desarrollo tecnológico industrial. Además de ello, la investigación científica tiene una trascendencia superior en su globalidad a la del sectorial industrial que, desde el punto de vista científico la hace de gran importancia en sí misma y por los efectos inducidos que genera.


El contenido de la transferencia se refiere a las funciones de investigación científica y técnica que en la actualidad desarrolla la Administración central a través de una serie de entidades y organismos de distinta naturaleza tanto pública como privada.


Asumida en el Estatuto de Autonomía esta competencia en el art. 10.16, con la única limitación de su coordinación con el Estado, el sistema diseñado en la Constitución y en el propio Estatuto de descentralización de medios para el soporte de las competencias autonómicas requiere su transferencia conforme al sistema ordinario vigente entre el Estado y Euskadi. Ello significa en este caso, en el que estamos en presencia de su ejercicio a través de entidades, tanto administrativas como de derecho privado, que la transferencia tendrá un contenido básico de financiación más que de otro tipo de medios, a fin de que la Comunidad pueda desarrollar sus propios programas de investigación.


En esta materia el PSE-EE mantiene los mismos criterios y planteamientos que sostuvo con ocasión de la aprobación por el Parlamento Vasco del Acuerdo relativo al "Informe sobre el Desarrollo Estatutario", el 1 de julio de 1993.


En el área educativa queda pendiente también, la transferencia de los servicios administrativos que realizan las funciones de expedición de títulos académicos y profesionales, las convalidaciones de estudios y el reconocimiento de estudios realizados en régimen de plena validez en centros extranjeros radicados en la Comunidad Autónoma.

AREA DE INTERIOR

De conformidad con el art. 10.3 y 37.3.e) del Estatuto de Autonomía, los Territorios Históricos tienen competencia exclusiva sobre el Régimen electoral municipal. Dicha competencia se incluye entre lo que se ha denominado como "núcleo esencial de la foralidad", es decir como aquellas materias que pertenecen a la esencia de las propias Instituciones Forales.


El contenido de la transferencia debe comprender por ello, el traspaso de los medios personales y materiales para que las Instituciones Forales organicen los procesos electorales a celebrar en su ámbito, con el límite de la competencia estatal sobre los elementos esenciales que constituyen el derecho fundamental de sufragio y sobre los distintos procesos electorales.


Respecto a los Servicios privados de seguridad, de conformidad con la legislación vigente que regula dicha materia, confluyen dos tipos de actividad pública, una relativa a funciones administrativas vinculadas a labores de autorización, inspección, sanción y formación, entre otras, y una segunda respecto a funciones de naturaleza policial. La transferencia debe abordar ambos tipos de funciones, sin perjuicio de su tratamiento en el marco específico de la Junta de Seguridad prevista en el artículo 17.4 y Disposición Transitoria Cuarta del Estatuto de Autonomía, cuestión ya tratada inicialmente en la sesión de dicho órgano celebrada en junio de 1993.


También en este área se comprenden las funciones de naturaleza ejecutiva relativas a la matriculación y permisos de circulación de los vehículos, así como el conjunto de actuaciones administrativas de ejecución relativas a los permisos de conducción, incluyendo la realización de exámenes, expedición de los permisos, suspensiones y retiradas. En esta materia el PSE-EE mantiene los mismos criterios y planteamientos que sostuvo con ocasión de la aprobación por el Parlamento Vasco del Acuerdo relativo al "Informe sobre el Desarrollo Estatutario", el 1 de julio de 1993.

AREA DE JUSTICIA

Respecto a los centros penitenciarios el contenido de las funciones a transferir supone la organización y funcionamiento de los mismos, estableciéndose los sistemas de relación precisos entre las Administraciones Penitenciarias. A tal fin y en una adecuación progresiva del número de plazas de preventivos y de cumplimiento, el concepto básico que ha de promoverse es el de territorialidad, garantizando la cercanía del preso a su entorno familiar y social como principio reconocido en el ordenamiento penitenciario. Asimismo, deberá atenderse en particular a la adecuada renovación de las infraestructuras penitenciarias en el País Vasco.

AREA DE CULTURA Y TURISMO

Respecto al Turismo, deben complementarse las transferencias ya realizadas, a fin de que las profesiones turísticas; la información turística; la autorización y control de las agencias des viajes; los Paradores Nacionales sitos en territorio de la Comunidad; y, en general, todas aquellas funciones atribuidas al Ministerio de Comercio y Turismo y al Instituto de Turismo de España que no fueron en su día transferidas, sean gestionadas desde las Instituciones de la Comunidad Autónoma del País vasco.


En cuanto a los Archivos de titularidad estatal radicados en territorio de la CAPV, así como respecto a los fondos bibliográficos de titularidad estatal depositados en la Biblioteca de Vitoria-Gasteiz, debe transferirse la gestión de los mismos estableciéndose en el correspondiente Real Decreto de traspasos:

-
El mantenimiento por el Estado de los fondos de los archivos históricos provinciales y biblioteca de Vitoria-Gasteiz, en cuanto se mantenga el interés general determinante de la titularidad estatal.

-
El traspaso de personal y medios materiales vinculados a la gestión.

-
Las condiciones de la gestión del servicio.


Por último, la CAPV debe asumir, tal como se preveía en el Real Decreto 3069/1980 de Transferencias al País Vasco, en su ámbito territorial, los servicios, funciones y dotaciones que el Estado destina a través del Fondo de Protección a la Cinematografía, a la promoción de los medios audiovisuales tanto en su dimensión empresarial o industrial.

AREA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTACIÓN

Completar de una manera global, en el momento presente, el autogobierno en el área de referencia pasa por el traspaso de las funciones y servicios que actualmente gestiona la Administración del Estado a través del Fondo de Regulación y Organización de mercado de Productos de la Pesca y Cultivos Marinos (FROM); de la inspección pesquera y de los Seguros Agrarios.


Debe producirse la asunción por la Comunidad de las funciones y servicios en el ámbito de los productos de la pesca y cultivos marinos que en el Estado español desempeña el órgano administrativo FROM, a tenor de la Ley 33/1980, de 21 de junio, a fin de potenciar y mejorar las estructuras y regímenes de comercialización pesqueros y mantener los precios en niveles adecuados a través de la regulación del mercado de los productos de la pesca, adecuando la oferta a la demanda alimentaria de la población y viceversa a través de campañas de orientación y promoción del consumo; estableciendo criterios de comercialización e impulsando la constitución de Organizaciones de Productores Pesqueros; mejorando la competitividad de las empresas del sector en su dimensión transformadora y comercializadora, así como las estructuras de servicios básicos para el sector pesquero y los beneficios sociales y asistenciales al mismo. Todo ello debe entenderse sin perjuicio de las facultades del Estado sobre pesca marítima, bases de la ordenación del sector pesquero y coordinación de la planificación general de la actividad económica.


En lo que hace a la Inspección Pesquera se hace preciso completar las funciones que ya ostenta la CAPV sobre las aguas interiores de su litoral, con las funciones inherentes al ejercicio de dicha actividad pública en el resto de las aguas sometidas a jurisdicción española, con arreglo, a los mecanismos jurídicos oportunos dentro de un ámbito político de colaboración y en los términos que de éstos resulte.


Por último, respecto a los seguros agrarios, en el marco de la Ley 87/1988, de 26 de diciembre; del Real Decreto 2650/1979, de 11 de octubre, y de la planificación y ordenación general de la economía, la materia supone la previsión de riesgos que posibilite la estabilidad económica mediante el mecanismo de la indemnización en los sectores agrario y pesquero en el ámbito territorial del País Vasco. Debe asumirse por las Instituciones autonómicas tal materia con la transferencia de las correspondientes funciones y servicios que la Administración del Estado desarrolla a través de la Entidad Estatal de Seguros Agrarios (ENESA) y del propio Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación. Lo anterior no sería algo más por otra parte, que el cumplimiento de la citada Ley de Seguros Combinados (Ley 87/1988) cuando en su art. 2 establece que "su ámbito de aplicación comprenderá todo el territorio del Estado Español, y la gestión y administración se realizará con criterios de descentralización de la Administración de la Agricultura, sin perjuicio de lo que sobre las mismas dispongan los Estatutos de Autonomía".

CRITERIOS PARA LA DETERMINACION DE LAS VALORACIONES ECONOMICAS ASOCIADAS A LOS TRASPASOS.

Además de los criterios específicos que se han señalado en algunos de los contenidos analizados, los mecanismos a aplicar para la determinación de la valoración económica asociada a un traspaso de competencias, conforme a los principios contenidos en el Concierto Económico (Ley 12/1981, de 13 de mayo), se ajustarán a las normas siguientes:

1.-
Todas las funciones y servicios objeto de un traspaso de competencias a la Comunidad Autónoma del País Vasco llevarán asociada la correspondiente valoración económica en relación a los principios que seguidamente se especifican, independientemente del alcance material del traspaso en cuanto a bienes, derechos, personal y puestos de trabajo vacantes a transferir al País Vasco como consecuencia del mismo.

2.-
La valoración económica se realizará en base a los créditos consignados en los Presupuestos Generales del Estado aprobados del ejercicio en que se produzca la efectividad del traspaso.


En el supuesto de que no se disponga de dichos presupuestos en el momento de realizar la valoración se utilizarán los últimos Presupuestos Generales del Estado aprobados por las Cortes Generales.

3.-
Se identificarán las funciones y servicios de gasto correspondientes a la materia objeto de traspaso conforme al alcance competencial de la transferencia.

4.-
La valoración económica asociada al traspaso incorporará tanto el coste directo correspondiente a los Organos, Servicios y Funciones directamente afectados por el traspaso, como el coste indirecto correspondiente a aquellos otros que de cualquier forma prestan apoyo al mismo, tanto los créditos asignados a los Servicios Generales, como los ubicados en otros servicios.


Todo ello, independientemente de que los créditos asociados al traspaso correspondan al Subsector Estado, Organismos Autónomos, Entes y Sociedades Públicas, o cualquier otro órgano adscrito a la Administración del Estado.

5.-
Se adscribirán a la competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco las fuentes de ingreso directamente asociadas a las funciones y servicios objeto de traspaso: Tasas y Precios públicos, Venta de bienes, Cuotas de diversa naturaleza, Ingresos Patrimoniales y otros Ingresos Propios.

6.-
El coste total a nivel estatal que se deriva de los criterios establecidos en el punto 4, minorado en los ingresos directamente atribuibles relacionados en el punto 5, será financiado por minoración en el Cupo de acuerdo a lo previsto en el artículo 11 de la Ley Quinquenal de Cupo 1992-1996 (Ley 7/1993, de 16 de abril).

7.-
Sin perjuicio de lo considerado en el punto 6 anterior se estudiarán las vías de participación en los ingresos procedentes de otras fuentes no citadas en el punto 5.

8.-
La minoración en el cupo que se derive de la valoración económica asociada al traspaso se efectuará en el Cupo Líquido del ejercicio en que se produzca la efectividad de la transferencia, según lo previsto en el artículo 11 de la Ley Quinquenal de Cupo 1992-1996. Los efectos en el cupo líquido de los años posteriores al de traspaso serán los que se deriven de la mecánica contenida en dicho artículo 11.

9.-
Se determinará la relación de bienes inmuebles, derechos, personal y puestos de trabajo vacantes cuya titularidad patrimonial y competencial se transferirá a la Comunidad Autónoma del País Vasco para la efectividad de las funciones objeto del traspaso.

10.-
En los casos en que se considere oportuno ambas partes procederán a acordar los mecanismos de cooperación y colaboración y, en su caso, los instrumentos financieros precisos, con el fin de garantizar la adecuada interrelación de las funciones y servicios traspasados a la Comunidad Autónoma del País Vasco en el conjunto del Estado.

ANALISIS DE PRIORIDADES.


Entre las 45 (en el 2001 quedan aproximadamente en 38) transferencias pendientes de las 54 contenidas en el Acuerdo del Parlamento Vasco de 1 de julio de 1993, pueden apreciarse distintos grados de prioridad por razón de su contenido en orden a su importancia política, económica y social.


El compromiso asumido en el Acuerdo de Coalición marca ya la pauta para ordenar las prioridades. De entre los diversos criterios que podían elegirse para ordenar la prioridad en su negociación y acuerdo, el Acuerdo de Coalición opta por dos fundamentales:

1.-
Su importancia y trascendencia económica y social ("... se fijen las prioridades de negociación, -en el sentido de establecer una ordenación preferencial de las materias pendientes de transferir-, elaborado según el criterio de su importancia y trascendencia económica y social").

2.-
La prioridad del área de trabajo y seguridad social. Aunque, probablemente, con el criterio anterior de la importancia económica y social, ya hubiera sido suficiente para apreciar la prioridad de las materias de trabajo y seguridad social, el Acuerdo de Coalición las destaca expresamente, citando: "Seguridad Social, Desempleo, Promoción y Gestión de Empleo y Formación Profesional Ocupacional".

Valoración de prioridades

En primer lugar, desde el examen inicial que se realiza a las materias pendientes de desarrollar y ejecutar del Estatuto de Autonomía, se encuentra que las áreas con mayor número de transferencias pendientes son:


- Trabajo y Seguridad Social.


- Infraestructuras.


- Económico-Financiera.


- Justicia.


- Educación e Investigación.


- Industria.


Son también estas áreas materiales las que contienen transferencias de mayor incidencia económica y social. En la mayoría de los casos implican funciones políticas y administrativas de impacto directo sobre los vectores de acción económica y de atención al empleo y a la solidaridad. Cuando se trata de actividades de prestación de servicios públicos, supone asumir la globalidad del ejercicio competencial de una materia determinada, ofreciendo el resultado de una política autonómica integral.


En el análisis de estas prioridades también se aprecia que no todas las transferencias pendientes dentro de una misma materia tienen la misma trascendencia.


En este sentido, dentro de las áreas destacadas, deben priorizarse las siguientes transferencias.

En el área de trabajo y seguridad social.

Se entienden prioritarias en esta materia las transferencias que suponen capacidad de acción sobre el empleo, antes que las relativas a la seguridad social. La razón es que estas últimas, en las que también es evidente su trascendencia social, tienen una orientación dirigida principalmente a la prestación de estándares de solidaridad, mientras que las relativas al empleo son funciones administrativas positivas, de acción sobre las circunstancias y elementos que generan las situaciones que requieren prestación de servicios de seguridad social. Además de ello, las reformas introducidas en la legislación laboral, a través de las que se crean elementos y posibilidades nuevas de acción sobre las políticas de empleo, presentan en la actualidad un marco de acción pública, en ocasiones de concurrencia con la iniciativa privada, que requieren nuevos modos de gestión aún por determinar. En esta circunstancia cambiante y no diseñada aún en todos sus términos, resultan estratégicamente prioritarias estas transferencias que favorezcan la intervención autonómica desde este momento inicial de formación de las nuevas estructuras de acción sobre el empleo.


Con este criterio, en este área que es prioritaria en su conjunto, priman en la ordenación preferencial las transferencias relativas a dos de las funciones desempeñadas por el INEM:


- Formación Profesional Ocupacional.


- Promoción y gestión de empleo.


Además de ellas, en la línea argumental expuesta ha de estimarse también la transferencia sobre:


- Regulación de empleo.

En el área de Infraestructuras.

El impacto económico y social de las infraestructuras no requiere, tampoco, demasiada justificación. Son elementos primarios para cualquier proyecto de futuro económico de un país.


De entre las transferencias pendientes en este área deben, por tanto, priorizarse:


- Autopistas en régimen de concesión (quedan la A-1 y la A-68).


- Aeropuertos.


- Puertos de interés general.

En el área económico-financiera.

Supone otro de los elementos estructurales para cualquier política económica. Se identifican con los puntos de relación con los agentes económicos principales, debiendo priorizarse en este área las transferencias relativas a:


- Crédito y banca.


- Seguros.


- Mercado de valores.

En el área de Justicia.


Se trata de una transferencia de relevante impacto social, que implica además completar la política autonómica en este área en la que ya se ejercen otras importantes funciones, tales como seguridad ciudadana, policía judicial y medios personales y materiales al servicio de la Administración de Justicia. En este sentido, resulta prioritaria:


- Centros Penitenciarios.

En el área de Educación e Investigación.


Resulta prioritaria por su trascendencia sobre el desarrollo científico y tecnológico en directa relación con el progreso de la competitividad de la sociedad vasca. En este sentido, resulta prioritaria la transferencia de:


- Investigación científica y técnica.

En el área de Industria.
El desarrollo de una política industrial integral, requiere como prioridad la capacidad autonómica para la información e intervención derivada de la transferencia de:


- Sector público del Estado.

Otras prioridades.

Si bien aparecen como prioritarias las áreas materiales expresadas y, dentro de ellas, las transferencias que se han indicado, no deben dejar de destacarse la necesidad de abordar con carácter de urgencia otras en las que concurren diversos argumentos particulares para merecer tal consideración.


En estos casos la prioridad de negociación y acuerdo de estas transferencias se debe a claves tales como, existir problemas de relación o coordinación administrativa generados por la propia ausencia del traspaso y, por ello, de la imposibilidad de actuación de la Administración autonómica; o por resultar complementarias estas transferencias pendientes de otras ya realizadas, impidiendo su ausencia el normal desarrollo de un sector de actuación administrativa; o por implicar una especial significación social aunque se trate de una transferencia particular no comprendida en un área de acción general; o bien, por último, por suponer servicios residuales de la Administración periférica de Estado en el País Vasco cuya transferencia se precisa para una racionalización de la oferta administrativa.


Por unos u otros motivos, resultan prioritarias las siguientes transferencias:

-
Transporte mecánico por carretera. Es una de las materias claramente forales que se encuentra sin transferir. El transporte intracomunitario se encuentra ya transferido y respecto al que supera el territorio de la Comunidad Autónoma se produce una situación de diferencia competencial entre los Territorios Históricos, ya que Alava ejerce competencias derivadas de los Convenios de 1950 suscritos con la Administración del Estado.

-
Elecciones Municipales. Es también una materia netamente foral que afecta a los elementos básicos de organización de las corporaciones locales.


Resumiendo la ordenación preferencial de transferencias que se viene realizando, el listado de prioridades se compone de las siguientes:

1.-
Area de trabajo y seguridad social, que resulta prioritaria en su totalidad y, en particular las transferencias relativas a: Formación Profesional Ocupacional; Promoción y gestión de empleo y Regulación de empleo.

2.-
Del área de infraestructuras, las transferencias de: Autopistas en régimen de concesión; Aeropuertos y Puertos de interés general.

3.-
Del área económico-financiera, las transferencias de: Crédito y banca; Seguros y Mercado de Valores.

4.-
Centros Penitenciarios.

5.-
Investigación científica y técnica.

6.-
Sector público del Estado.

7.-
Transporte mecánico por carretera.

8.- Elecciones Municipales.


En una ordenación de prioridades de transferencias no puede olvidarse la necesidad de articular con carácter inmediato aquéllas que habiendo sido realizadas entre los Gobiernos del Estado y Vasco, deben a su vez ser objeto de traspaso en todo o parte de sus funciones, de conformidad con el Estatuto y la LTH, a los Territorios Históricos.
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